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ASOCIACIÓN DE NOTARIOS Y REGISTRADORES DE ESPAÑA

“Tanto fue el cántaro a la fuente ...”

Consejo de Ministros del jueves 14 de agosto de 2008

«Economía y Hacienda 

Los Ministerios de Economía y Hacienda y de Justicia presentarán en diciembre de 2008 una PROPUESTA DE REFORMA DEL MODELO DE SEGURIDAD JURÍDICA PREVENTIVA y una “hoja de ruta” con los pasos a dar para transitar hacia ese nuevo modelo. La propuesta estará orientada a evitar duplicidades y solapamientos entre las funciones de notarios y registradores de la propiedad, que generan costes innecesarios, a reforzar los mecanismos de supervisión y control sobre la actividad de los fedatarios públicos, así como a facilitar información integral e integrada de los datos registrales y catastrales, para potenciar la calidad del sistema. El fin último de la propuesta será simplificar y reducir los trámites para ciudadanos y empresas, facilitar y mejorar la gestión y reducir los costes. 

Los Ministerios de Economía y Hacienda y de Justicia presentarán en diciembre de 2008 una propuesta de rebaja general de los aranceles de notarios y registradores en un promedio del 20 por 100. Dicha rebaja deberá entrar en vigor el 1 de enero de 2009 e incluirá un supuesto de reducción adicional del importe del arancel en caso de que la operación no se inscriba por medios telemáticos en el Registro debido a motivos atribuibles al notario o registrador. 

D. G. Seguros y Fondos de Pensiones

23. Supresión de la obligatoriedad de elevar a escritura pública y posterior inscripción en el Registro Mercantil de la autorización, constitución e inscripción de fondos de pensiones. Diciembre 2009.

Se suprime la obligatoriedad del requisito de elevación a escritura pública e inscripción en el Registro Mercantil, con el objetivo de reducir los plazos y costes que estos trámites suponen para las entidades y, en última instancia, para los partícipes.»

MINISTERIO DE LA PRESIDENCIA

13881 ORDEN PRE/2424/2008, de 14 de agosto, por la que se da publicidad al Acuerdo del Consejo de Ministros de 14 de  agosto de 2008, sobre medidas de reforma estructural y de  impulso de la financiación de las pequeñas y medianas empresas.

…………………………………………………….

Vigésimo segundo.–Los Ministerios de Economía y

Hacienda y de Justicia presentarán al Gobierno para su

aprobación una propuesta de rebaja de los aranceles de

notarios y registradores. Los Ministerios de Economía y

Hacienda y de Justicia presentarán para su aprobación

por el Gobierno, en el plazo de cuatro meses desde la

publicación de este Acuerdo, un proyecto de Real Decreto

que rebaje con carácter general los aranceles de notarios

y registradores en un promedio del 20 por ciento. Dicha

rebaja deberá entrar en vigor el 1 de enero de 2009 e

incluir un supuesto de reducción adicional del importe del

arancel en caso de que la operación no se inscriba por
medios telemáticos en el Registro debido a motivos atribuibles al notario o registrador.

Vigésimo tercero.–Los Ministerios de Economía y

Hacienda y de Justicia presentarán a la Comisión Delegada

del Gobierno para Asuntos Económicos una propuesta

de reforma del modelo de seguridad jurídica preventiva.

Los Ministerios de Economía y Hacienda y de

Justicia crearán un grupo de trabajo que en el plazo de

cuatro meses presente a la Comisión Delegada del

Gobierno para Asuntos Económicos una propuesta de

reforma del modelo de seguridad jurídica preventiva y

una «hoja de ruta» con los pasos a dar para transitar hacia

ese nuevo modelo. La propuesta estará orientada evitar

duplicidades y solapamientos entre las funciones de notarios y registradores de la propiedad que generan costes

innecesarios, reforzar los mecanismos de supervisión y

control sobre la actividad de los fedatarios públicos, así

como facilitar información integral e integrada de los

datos registrales y catastrales, para potenciar la calidad

del sistema. El fin último de la propuesta será simplificar

y reducir los trámites para ciudadanos y empresas, facilitar

y mejorar la gestión y reducir los costes.

Lamentablemente la moneda está en el aire.

Dice otro conocido refrán “el que siembra vientos recoge tempestades”. 

¿Cuales son esos vientos? Sin ánimo exhaustivo podemos destacar los siguientes:

1.- Las opiniones mantenidas en los últimos años por un sector de Registradores cuyas radicales y peligrosísimas tesis, han puesto en duda la eficacia  y necesidad de la función notarial como pieza fundamental del sistema de seguridad jurídica preventiva
2.- La actitud de un importante sector Notarial, agrupado principalmente en torno a la actual Junta Directiva del Colegio de Madrid, que no ha asumido la perdida de las elecciones a la Presidencia del Consejo, se ha opuesto sistemáticamente a todo lo que implicara reforma y modernización, y especialmente y por la vía de hecho a las presentaciones telemáticas y al índice único, además de fomentar directa y abiertamente el enfrentamiento con el colectivo registral.

3.- Las malísimas relaciones entre Notarios y Registradores puestas claramente de manifiesto con motivo de los  recursos contra las modificaciones del reglamento Hipotecario y Reglamento Notarial.

Dos instituciones llamadas a trabajar juntas y a colaborar no pueden ni deben estar enfrentadas a ese nivel, ni durante tanto tiempo

4.- Las calificaciones excesivas de algunos, y que más que beneficiar perjudican al tráfico jurídico. El sobrecontrol es un coste y una rémora de difícil justificación. Este exceso, ciertamente minoritario , ha sido utilizado por el sector radical notarial para cuestionar la eficacia y funcionamiento del Registro de la Propiedad y Mercantil, haciendo creer a los ciudadanos  que la calificación  genera una grave parálisis del comercio lesionando el interés general, lo cual además de falso es profundamente injusto , ya que, sin perjuicio de determinadas actitudes, el proceso de adaptación a las nuevas tecnologías y el funcionamiento global de los Registros en España, ha mejorado ostensiblemente en la última década.

5.- El interés de algunos de confundir el control de legalidad del Notario (conformación del acto o negocio jurídico a la voluntad y a la ley en el momento de su perfección), para negarlo, y la función calificadora del Registrador (comprobación de las inscribilidad del documento mediante el examen de sus formas extrínsecas y de la capacidad de los otorgantes y la validez de los actos dispositivos contenidos en las escrituras públicas, por lo que resulte de ellas y de los asientos del Registro), que no se trata de una revisión o de una segunda opinión, como errónea e interesadamente tratan de hacer creer otros.

Control de legalidad notarial y calificación registral tienen lugar en distintos momentos, con distintos fines, siendo operaciones jurídicas de naturaleza diferente y no incompatibles sino complementarias.

6.- Las Bases Gráficas Registrales, que han sido vistas por autoridades administrativas competentes  como un intento de suplir al Catastro, realizado desde luego al margen de él, cuando no abiertamente en su contra.

7.- No haber acatado con la diligencia debida el mandato de las leyes 24/2001 y 24/2005, y especialmente la frontal oposición a las consultas on line, adecuando la publicidad registral a las nuevas tecnologías. Es un fallo injustificable y difícilmente explicable de uno de los pilares básicos del Registro, la publicidad, que es fuente de seguridad para el ciudadano, y que desde el exterior solo se ha visto como una política corporativista, que en la práctica tiende a perpetuar un sistema más lento, inseguro y obsoleto, como es el telefax. Debía de haberse consensuado un sistema  de acceso On line  entre notarios y registradores. La asociación entiende que conviene destacar que hoy en día los medios telemáticos permiten una conexión casi automática de las notarias con los registros que es beneficiosa para todos y que debe ser fruto la leal colaboración y actuación de notarios y registradores. Ha procurarse compatibilizar la inmediatez, con la claridad y la fidelidad de la información ofrecida en todo caso, bajo su responsabilidad y garantía, por el Registrador competente.

8.- El temerario empecinamiento en materia de calificación de poderes, en contra de lo dispuesto por las Leyes 24/2001 y 24/2005, que desde la sociedad se ha visto como el boicot de unos funcionarios privilegiados a una norma, con el resultado de innumerables resoluciones y sentencias y un tremendo e irreparable coste de prestigio.

9.- Las tesis mantenidas por algunos Registradores, de “la admisión del documento privado” como título inscribible, que algunos de sus apóstoles se han dedicado a difundir en los últimos tiempos, tanto en el ámbito inmobiliario (contratos privados de compraventa suscritos con la entidad promotora) como mercantil (constitución de sociedades mediante documentos tipo con firmas legitimadas).

A diferencia de la tendencia seguida por la moderna normativa catastral, de aumentar la calidad de los documentos que acceden al catastro, para dar una mayor seguridad, garantía y eficacia, la tesis  mantenida por aquellos supondría un retroceso, abrir una brecha en el sistema que acabaría a medio plazo con el Registro. Esta tesis, totalmente contraria a la propia esencia del Registro, fue abortada en el S. XIX. Así  lo decía claramente la Ley Hipotecaria de 1861 en su Exposición de Motivos: “no debe recibir el sello de un archivo público más que lo que no deje duda alguna de su legitimidad”.

En este punto parece conveniente recordar -ya que hay quien lo ha olvidado- lo que decía una de las primeras y más clásicas obras de Derecho hipotecario los “Comentarios a la Legislación Hipotecaria” de J. Morell y Terry:

 “«Siendo el Registro, dice Aragonés, como institución oficial origen de derechos y fundamento para la conservación de los adquiridos es lógico que a él no vaya más que lo que sea auténtico, indubitable, lo que tenga condiciones de certeza»

El documento privado contiene, o lleva consigo tres graves inconvenientes, como afirmaba Costa y se ha reconocido siempre. Uno de ellos la facilidad de falsificar firmas, y de negar después las verdaderas, o sea la duda sobre la legitimidad del documento. En otro, la facilidad de ante-datar su fecha en perjuicio de tercero. Y constituye el último la falta de copia o de  matriz, y la posibilidad, por consiguiente, de que el documento se extravíe, o se destruya, con o sin intención. Y aunque es lo cierto que la buena fe hace que, por regla general, no existan realmente tales inconvenientes, su sola posibilidad es motivo bastante para que no deban ser admitidos en acto tan importante como el de la inscripción. 

Pero no es esto sólo, ya que los expresados inconvenientes  podrían salvarse o atenuarse al menos, exigiendo el reconocimiento por los interesados o legalización de las firmas y justificación de su identidad, presentando el documento en una Oficina pública para hacer constar su existe4ncia en determinada fecha, y aun archivándole y sacando copias. Redactados los documentos privados por personas poca versadas en el derecho, y sin la práctica necesaria para prever todas las cuestiones que pueden presentarse y enseña la experiencia, constituye una fuente abundante de pleitos y de ilegalidades, aun mediando buena fe que no siempre existe.

Monasterio va aún más allá. Los títulos deben ser públicos dice, por dos consideraciones de orden superior que nacen del dobre carácter con que el Estado debe intervenir en los actos jurídicos: 1º Para suministrar la prueba preconstituida de dichos títulos, ya que no puede reconocerse y amparar más que lo que esté conforme con la ley, y cuidando de que a ella se sujeten sus funcionarios, puede en todo tiempo atribuirles el valor probatoria que les imprime su mediación. 2º Como tercer otorgante en el acto o contrato o representante de la masa social, a la que interesa una redacción clara y adecuada que comprenda todas las incidencias, límites y circunstancias de ese acto, para que la sociedad pueda tener perfecto conocimiento de él.” (Cfr. Morell y Terry. Comentarios a la Legislación Hipotecaria. Tomo I. Pág. 551 y 552. Madrid 1916)

10.- El haber dejado pasar de largo, sin al menos un debate serio y leal, la posibilidad de haber creado un cuerpo único estatal de Notarios y Registradores de la Propiedad y Mercantiles, con mantenimiento de la doble función, con acceso único mediante oposición y bajo una única dirección corporativa con equilibrio entre ambas funciones, solución realista y de futuro que hubiera hecho desaparecer las actuales disfunciones y enfrentamientos. Se han desaprovechado las energías de ambos colectivos, en divergencias artificiales, y la sociedad, y con ella todos nosotros sin excepción, hemos perdido. 
Sobre esta cuestión nos hemos manifestado reiteradamente desde hace años, intentando abrir un debate, que algunos han hurtado invocando el miedo. Así decíamos en una de tantas ocasiones:

El debate ha sido hurtado a ambos colectivos, por lo que llevamos varios años de retraso que no han servido sino para acentuar las desconfianzas. No cabe duda que dos no dialogan si uno no quiere dialogar. Si somos justos hemos de reconocer que en los últimos años ha existido  un ofrecimiento de dialogo por parte del Consejo General del Notariado. Basta recordar que en  julio de 2003 el Consejo  General del Notariado, presidido por Juan Bolás, le propuso al la Junta de Gobierno del Colegio Nacional de Registradores, presidida por Fernando Méndez un acuerdo marco de colaboración, que no contestó, y que se ocultó a los Registradores.  Desde la Asociación intentamos en su día reabrir el debate, pero nos encontramos con la apelación al miedo, que,  ha sido tan intensa y efectiva que ha logrado convertir en tabú un tema de debate que afecta al futuro de ambos colectivos. Las visiones apocalípticas, sembradoras de miedo al futuro y al progreso, cierran las puertas a la reflexión y al dialogo y hacen caer en peligrosísimas posturas numantinas. El discurso del miedo sólo ha conducido al enfrentamiento, al recelo interior, a guerras internas de supervivencia y al peligro de hacer saltar por los aires el sistema español de seguridad jurídica preventiva.

No hay que tener miedo al cambio, hay que tener mido al estancamiento y a la inadaptación. Las instituciones Notarial y Registral tienen que tener la flexibilidad y el sentido de la adaptación suficientes para dar respuesta a las nuevas necesidades, a fin de continuar contribuyendo al mayor bienestar, progreso y libertad de nuestra sociedad; y esas nuevas exigencias implican una mayor coordinación.  No hay que temer a los cambios que sean para mejorar. 

Como ya planteamos en su día a ambos colectivos, el servicio a la sociedad, es el que impone cada vez más una permanente coordinación, lo que exige una común dirección corporativa siendo urgente la búsqueda de fórmulas prácticas y realistas, entre las que no puede destacarse sin una seria valoración y debate, por su viabilidad, la creación de un cuerpo único estatal de Notarios y Registradores de la Propiedad y Mercantiles, con mantenimiento de la doble función, con acceso único mediante oposición, bajo una única dirección corporativa, con equilibrio entre ambas funciones, y paridad de voto de ambos colectivos. Esta aparece así como una solución realista y de futuro sobre la que debe abrirse urgentemente un debate para marcar un rumbo claro a nuestro sistema de seguridad jurídica preventiva, a fin de hacer desaparecer las actuales disfunciones. Los dos mayores inconvenientes invocados por el discurso del miedo era el trasvase de escalafones y que los registradores quedasen en minoría. Para los que temen el trasvase de escalafones, no vemos ningún inconveniente en que pueda limitarse el acceso a las dos funciones sólo a los que con anterioridad tuvieran los dos títulos y a los opositores que accedan tras la fusión, o bien que puedan ordenarse de tal modo los escalafones que los notarios se integren el escalafón de los registradores en último lugar y que los registradores se integren en el escalafón de notarios en último lugar, con lo cual no se perjudican las expectativas que algunos pudieran tener.  Igualmente pensamos que no hay ningún inconveniente en que, en todos los órganos comunes, hubiera paridad de voto de ambos colectivos.”

La actuación de notarios y registradores fomentan los comportamientos éticos y respetuosos con las normas en todos los campos de la vida social.  

Pero la actuación de los organismos de supervisión y control, entre los que puede encuadrarse el Notariado y los Registros, por su propia naturaleza pasa desapercibida, ya que la certeza, la seguridad, la justicia, etc., al igual que la salud solo se hecha en falta cuando se pierde. 

El Sistema de Seguridad Jurídica Preventiva existente en España, basado en dos sólidos pilares: el Notariado y los Registros, es un sistema de contrastada seriedad, agilidad y eficacia que ha contribuido y está contribuyendo a la modernidad y al progreso económico y social. Igualmente creemos que, hoy por hoy,  de los conocidos, es el mejor sistema para responder a las nuevas tecnologías y a las necesidades de la sociedad del siglo XXI, pero para que continúe siendo una realidad con futuro, se hace necesario aumentar la colaboración entre ambos cuerpos a fin de anticiparse y dar respuesta a las necesidades sociales. Notarios y Registradores constituyen los engranajes esenciales del sistema de seguridad jurídica preventiva, y su actividad se complementa de forma que los efectos sustantivos, probatorios y legitimadores, propios del documento notarial, despliegan toda su virtualidad a través de la publicidad registral y del juego de presunciones que derivan de ella. La eficacia del documento notarial se vería limitada sin su acceso al Registro. Pero ningún registro seguro y fiable sería concebible si la calificación del registrador se realizase sobre documentación carente del sello de calidad que deriva de su autorización por un funcionario público, el Notario, que controle su legalidad en el momento de la perfección del contrato; en definitiva, sin la condición de documento público, cualquiera que fuere su soporte, en papel o electrónico. El funcionamiento combinado de Notarios y Registros, ha configurado un sistema de seguridad jurídica preventiva, con un coste notablemente inferior al de otros sistemas, que ha demostrando ser sobradamente eficaz en la prevención de litigios, y ha dotado de gran confianza, certeza y seguridad al tráfico inmobiliario, al mercantil, a las relaciones familiares y al régimen sucesorio, convirtiéndose en referente internacional y contribuyendo indudablemente a la economía nacional. Sin embargo, a nadie se le oculta que la sociedad se encuentra en permanente evolución, y que el sistema debe ir adaptándose a sus cambios para conservar su utilidad.
Sólo bajo dicha óptica pueden contemplarse las últimas reformas legislativas, y en buena lógica habría correspondido a notarios y registradores impulsar su desarrollo, liderando esa necesaria adecuación del sistema de seguridad jurídica preventiva.

Lamentablemente, el egoísmo de quienes desde el notariado han antepuesto la conservación de un status de poder del que se creían investidos por una suerte de Derecho divino; los que desde el ámbito registral han tratado a toda costa de defender a ultranza un modo de vida hoy ya superado; los que se han acogido a interpretaciones anacrónicas para obstaculizar, por ejemplo, las inscripción telemática de escrituras; la irresponsabilidad de quienes, amparándose cobardemente en el anonimato de ciertas páginas web, han hecho crítica destructiva, sin ofrecer alternativa alguna; y la ceguera de todos ellos, que no han percibido que, oponiéndose al estricto cumplimiento de las nuevas normas en vigor se enfrentaban a la sociedad, a la que todos estamos obligados a servir, han frustrado en buena medida ese necesario liderazgo que corresponde a notarios y registradores.

Así las cosas, la Administración, ha decidido impulsar directamente la reforma del sistema, que llevará a cabo con nuestra colaboración, si se la ofrecemos con lealtad, o sin contar con nosotros, en otro caso.

Notarios y registradores, registradores y notarios, debemos recoger el guante y, superando personalismos y corporativismos desfasados, ofrecer conjuntamente verdaderas propuestas de reforma y progreso que doten a nuestro sistema de la calidad y estabilidad necesarias para continuar sirviendo a la sociedad con mayor eficiencia, si cabe, que con la que lo ha venido haciendo desde hace siglo y medio con tan buenos resultados.

Aún estamos a tiempo. Si lo hacemos con sentido de la responsabilidad y altura de miras, nuestros planteamientos serán tenidos en cuenta, casi con toda seguridad. En caso contrario, si continuamos enfrentados, careceremos de legitimidad alguna, y las generaciones futuras nos lo reprocharán cargadas de razón.

Desde esta Asociación comenzamos a trabajar inmediatamente.

ALFONSO CAVALLÉ CRUZ                    JESÚS M. DUCAY LÓPEZ

                   NOTARIO                                          REGISTRADOR

Una imagen vale más que mil palabras

                                  


En los antiguos duelos a bastonazos ninguno ganaba. Frecuentemente morían ambos duelistas o el que sobrevivía quedaba muy mal parado. Esperamos que esta lamentable imagen del pasado, y que tan insistentemente ha sido propugnada por algunos, no quede sino en un triste recuerdo.

